
Estructura y evolución
de las participaciones
federales a los estados:
el caso de México

Introducción

El tema de las finanzas públicas tiene en nuestro
país una gran importancia, particularmente por-
que en los últimos años algunos problemas, como

la deuda externa y la liberalización comercial, han
significado una fuerte disminución de los recursos
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En este trabajo se desarrollan algunos elementos
que sirven de marco jurídico e histórico para en-
tender las relaciones fiscales entre los diferentes
niveles de gobierno

Se presentan los principales rasgos y las características
que consideramos son más importantes para enterner el fun-
cionamiento del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, 
subrayando la importancia que tiene dentro de  él la estruc--
tura de las participaciones federales a estados y municipios.
Finalmente se hace una referencia breve de las características 
que teóricamente deberian poseer los sitemas federales y se 
realiza una comparación con lo que sucede en México con el fin
de enfatizar para proporcionar un marco adecuado que permita
el establecimiento de relaciones más equilibradas y equitativas
entre los diferentes niveles de gobierno, y concretamente, entre 
la federación y los estados y municipios.1 
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que propicien la creación de un espacio que permita una nueva dis-
tribución tanto de los recursos como de las responsabilidades de gas-
to entre los distintos niveles de gobierno.

Este trabajo se desarrolla y organiza en tres apartados. En el pri-
mero de ellos se establecen algunos de los antecedentes que sirven de
marco, jurídico e histórico, para entender las relaciones fiscales en-
tre los diferentes niveles de gobierno.

El segundo apartado se dedica específicamente a presentar los
principales rasgos y las características del funcionamiento del Siste-
ma Nacional de Coordinación Fiscal, subrayando la importancia que
tiene dentro de él la estructura de las participaciones federales a
estados y municipios, destacando algunas de las implicaciones que
tiene, para las distintas regiones del país, el que se mantenga dicha
estructura.

Finalmente, en el tercer apartado se hace una referencia breve de
las características que teóricamente deberían poseer los sistemas
federales y se realiza una comparación con lo que sucede en México
con el fin de enfatizar las tareas que, desde nuestro punto de vista,
hace falta realizar para proporcionar un marco adecuado que permi-
ta el establecimiento de relaciones más equilibradas y equitativas
entre los diferentes niveles de gobierno y, concretamente, entre la fe-
deración y los estados y municipios.

Antecedentes de las relaciones
fiscales entre la federación y los estados

Diversos autores han analizado los fundamentos constitucionales
que conforman el marco en el cual se inscriben las relaciones entre
los diferentes niveles de gobierno en nuestro país.

En el ámbito de las finanzas públicas, la Constitución prohibe
expresamente a estados y municipios financiar sus gastos por cual-
quiera de los siguientes medios: la creación de dinero, el endeuda-
miento externo y endeudamiento interno no destinado a inversiones
productivas.2

2 Constitución Política de los Estados  Unidos Mexicanos.  Art 73. fracc. VIII, X y XVIII y Art. / 7. Fracc. III y VIII
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En realcíon al financiamiento  vía impuestos, los  estados pueden
establecer,  en principio, todos aquellos gravámenes que consideren
necesarios, siempre y  cuando no estén asignados, en la Constitución,
de manera exclusiva ala federación.

Existe una  serie de artículos constitucionales que establecen cla-
ramente las limitaciones  y restricciones expresas a las facultades
impositivas del nivel de gobierno estatal; dichos artículos son los si-

guientes: el 73,115,117, 118 y el 13 1. El artículo 115 se refiere a las
fuentes reservadas en forma expresa a los municipios, mientras que
el resto de los artículos  se refiere a materias reservadas exclusiva-

mente ala federación.
Sin la práctica,  al no establecerse una definición clara de las fuen-

tes tributarias entre los niveles de gobierno, se dio origen aun siste-
ma de concurrencia  tributaria de la federación y los estados en la
mayoría  de las fuentes impositivas.

Esta concurrencia tributaria genera la doble o múltiple tributa-
ción, la cual ha sido objeto de diversas controversias respecto de la
valides o no de impuestos concurrentes de estados Y federación. Es
precisamente la estructura federal, con las características que fue
adoptando a lo largo del tiempo:la que origina la doble o múltiple
tributación federal-estatal-municipal.

Por muchos  años se pensó que el problema derivaba de que no
existía separación de fuentes tributarias en la Constitución,  y la so-
lución consistiría simplemente en separar dichas fuentes e incluir en
el texto constitucional contribuciones exclusivas de la federación,
estados y municipios; pero esto sólo se hizo a favor de la primera y
recientemente del municipio, sin limitar el correspondiente poder
tributario sólo a esas materias.

Se gún algunos estudios realizados sobre el tema por el Instituto
para el  Desarrollo  Técnico de las Haciendas Públicas (INDETEC), la
tesis jurisprudencia  plantea que dicha concurrencia no es contraria
a la Constitución. Sin embargo, es un P roblema  no deseable, en un
sistema federal como el mexicano, que no se ha resuelto al no estar
claramente  delimitados los campos de imposición que deberían ser
exclusivos de la federación y de los  estados.
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La anterior situación implicaba que los contribuyentes podían
estar sujetos a un doble poder tributario que los obligaba a cubrir
dobles o múltiples gravámenes, establecidos en este caso por autori-
dades diferentes Y,  aunque cada uno de ellos fuese proporcional y
equitativo, en su conjunto producirían cargas fiscales exageradas,
Esto dificultaba el cumplimiento de las diversas obligaciones fisca-
les de los contribuyentes, además de multiplicar SUS molestias y sus
costos.

Una forma a través de la cual se abordó el problema de la concu-
rrencia  fiscal, tratando de darle una solución definitiva, fue median-
te el establecimiento de la Ley de Coordinación Fiscal, que afecto las
facultades impositivas de los estados,

Hay que mencionar que el Sistema Nacional de Coordinación Fis-
cal, establecido por la Ley de Coordinación Fiscal, plantea que "los
estados que así lo desearan podían convenir con la federación en re.
cibir participaciones  a cambio de respetar las limitaciones a su poder
tributario establecidas en las leyes federales o en los convenios. És
tos, que se llaman Convenios de Adhesión al Sistema Nacional  de
Coordinación  Fiscal, deben celebrarse entre la federación y el esta.
do que así lo solicite. Todos los estados han celebrado dicho convenio,
que ha sido aprobado por sus legislaturas y que ha implicado restric-
ciones a su poder tributario”.3

En síntesis, los convenios de coordinación obligan o comprometen
a los estados y a los municipios a derogar o suspender y a no estable.
cer impuestos  estatales o municipales sobre: el comercio y la indus-
tria; la producción y la industrialización; las utilidades de las empre-
sas; los servicios  independientes; el otorgamiento del uso o goce de
bienes Y la agricultura y la ganadería.’ En 1992, esto había traído
como consecuencia la suspensión o derogación de mas de 449  grava-
menes estatales  y municipales, los cuales se compensaron mediante
el incremento porcentual del Fondo General de Participaciones.
 
 
3. Hoyo, R. 1984. pp 9-10 en INDETEC, 1991-b p. 17
4. INDETEC, 1991-b p. 20



 
En materia de coordinación fiscal, la tendencia ha sido siempre la

misma: “Los gobiernos estatales han renunciado paulatinamente a
exigir impuestos que alguna vez.  fueron locales, a cambio de recibir
una parte de los ingresos que se obtengan. Así, el gobierno federal ha
centralizado la recaudación y la administración de los impuestos más
productivos, desde el punto de vista del importe recaudado, mientras
que los gobiernos estatal y municipal únicamente obtienen una par-
ticipación”.5

Esta situación, es decir, la relación particular entre el nivel cen-
tral de gobierno y los niveles subcentrales en el ámbito de las finan-
zas públicas, ha implicado para algunas regiones del país la transfe-
rencia neta de recursos hacia otras, específicamente hacia el centro
ola capital de México.

Es claro, pues, que la tendencia del sistema fiscal mexicano ha
sido la de centralizar; lo cual, al mismo tiempo que ha permitido la
simplificación y modernización de todo el sistema, ha implicado la
delegación de la federación, en forma cada vez más amplia, de facul-
tades en los estados para administrar impuestos federales, con la
subsecuente descentralización de ciertos poderes administrativos
encargados de dichas tareas, más no del poder económico y político,
que sigue concentrado en el nivel federal.

Pero no sólo existe ambigüedad o falta de claridad en el texto cons-
titucional respecto de la distribución de las fuentes tributarias entre
los distintos niveles de gobierno, también hay una gran imprecisión
respecto del manejo de los recursos y de los mecanismos con que con-
taría cada nivel para decidir su aplicación.

El artículo 31 de la Constitución de nuestro país establece que
“son obligaciones de los mexicanos: contribuir para los gastos públi-
cos, tanto de la federación, como del estado y municipio en que resi-
dan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las le-
yes”;” pero no hace explícitas las formas o mecanismos a través de los
cuales cada uno de los niveles de gobierno decidirá, ejerciendo plena-
mente su autonomía, sus prioridades de gasto y determinando, al

5 Astudillo, 1990 p.  231.
6 Constitución  Política  op. Cit.

 
 
80



mismo tiempo, las fuentes tributarias con las que financiaría dichas
necesidades.

Tenemos pues que, tanto en materia de ingreso como de gastos
públicos, la Constitución de nuestro país establece un marco dema-
siado general y amplio, al tiempo que poco claro, impreciso y ambi-
guo, dentro del cual se inscriben las relaciones fiscales entre los dife-
rentes niveles de gobierno.

Alo largo de la historia de nuestro país, y por las características
de SU desarrollo político, económico, social y cultural, en el que por
diversas razones predominó o fue eje central la ciudad de México, se
consolidó un sistema que, aunque en lo formal podía denominarse fe-
deral o federalista, en realidad tenía rasgos claros de un sistema cen-
tralista y centralizador, cuyo núcleo -del que se desprenden el grue-
so de las decisiones económicas- es la federación.

La coordinación fiscal en México

El Sistema Nacional de Coordinación Fiscal es otro de los elementos
del marco general en el cual se dan las relaciones fiscales entre la
federación y los estados y municipios. Este sistema se estableció con
la finalidad de dar “orden y congruencia al conjunto de los impuestos,
permitiendo que el nivel de gobierno que pudiera administrarlos con
mayor eficacia lo hiciera y distribuyendo racionalmente -de acuerdo
a los programas presupuestales- los recursos captados en común por
todos los niveles de gobierno”.’

La coordinación fiscal, que surge fundamentalmente como el ins-
trumento que permitiría resolver el problema de la concurrencia
impositiva ola múltiple tributación, tiene una larga historia en nues-
tro país.

Los primeros esfuerzos para terminar con la múltiple imposición
se dieron respecto de las transmisiones gratuitas de riqueza y, en
1933, se presentaron los modelos de leyes uniformes en materia de
herencia, legados y donaciones. En estos modelos se dejaba la facul-
 
 7 Chapoy Bonifaz, 1992, p. 209



tad de establecer el impuesto sólo al nivel local, y el producto de la
recaudación se dividía entre federación y estados, correspondiendo a
la primera el 40% y el 60% restante a la autoridad que aplicaba el
impuesto.8

Dichos modelos fueron evolucionando y se generalizaron, aplicán-
dose ya no sólo a los impuestos sobre la riqueza, sino también a los de
la propiedad, a los impuestos sobre el consumo y el ingreso.

Desde la perspectiva oficial, se entiende a la coordinación como un
proceso dinámico en el que se han plasmado los esfuerzos de la admi-
nistración y la política tributaria por ajustarse a los cambios sufridos
en la estructura de nuestra economía y en su desarrollo político y
social?

Hay que señalar que el estado actual de la coordinación fiscal en
nuestro país es el fruto de un proceso que se inició en 1953, el cual ha
implicado toda una serie de negociaciones entre los estados y la fede-
ración, sufriendo numerosas modificaciones para lograr definir la
asignación de las fuentes de ingreso, así como los criterios para divi-
dir sus rendimientos.10

El establecimiento del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal
afectó necesariamente las facultades tributarias de estados y muni-
cipios ya que, al instaurarse el régimen de coordinación, cada estado
celebró con la Secretaría de Hacienda un convenio de adhesión en el
que, a cambio de recibir una participación en el total de los impues-
tos de la federación, se comprometía a derogar o a suspender los im-
puestos que fueran incompatibles con él.

Aunque la participación en el Sistema Nacional de Coordinación
es opcional para las entidades federativas, ya que con la aprobación
de sus respectivas legislaturas pueden dar por terminado dicho pac-
to, los gobiernos estatales han preferido incrementar su participa-
ción en los ingresos federales, delegando la explotación de las fuen-
tes tributarias que les correspondían.”

8 Chapoy,  Bonifaz.  op cit. p 180
9 Ibid. p 194
10 Idem
I 1 INDETEC.  1991-B. p 17.
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En relación ala posibilidad de que,  o bien algún estado no suscri-
ba el convenio de adhesión, o que decida concluir su participación en
el sistema, o bien que la Secretaría de Hacienda tome la iniciativa de
apartarlo del mismo, existe toda una serie de disposiciones que esta-
blecen su participación en los impuestos especiales reservados cons-
titucionalmente a la federación, así como el ejercicio de su potestad
tributaria para explotar las fuentes impositivas que le corresponden.

Los convenios de coordinación se establecen entre los estados  y
f de eración respecto de una serie de impuestos o gravámenes especí-
ficos, tales como el IVA. A ’ 1si, os estados asumen la obligación de no
gravar determinadas materias a cambio de recibir participaciones de
la federación.

Lo anterior ha implicado que el poder tributario de los estados
haya quedado prácticamente centralizado, pues casi no les quedan
impuestos Por establecer; aunque “debe tenerse presente que en uso
de su potestad pública asumieron convencionalmente el compromi-
so de no gravar y,  sobre todo, que con ello han fortalecido sus hacien-
das publicas con participaciones de crecimiento mas dinámico que el
que tenían sus propias recaudaciones".12

La estructura del sistema de tributos, a través de los cuales los
estados obtienen los recursos para sufragar sus necesidades de gasto
publico, abarca una serie de impuestos, derechos y contribuciones
especiales  que fueron establecidos en las Leyes de Hacienda y de In-
greso estatales; sin embargo, tal como hemos venido señalando, las
fuentes de ingresos más productivas, entre ellas la mayoría  de los
impuestos Y diversos derechos, son controladas por la federación,
quien  Participa de un porcentaje de sus ingresos a los estados,

El fondo de recursos participables está constituido por las percep-
ciones totales anuales vía impuestos federales y derechos sobre mi.
nería e hidrocarburos. También forman parte de el las multas y re-
cargos de los impuestos federales que sean señalados expresamente
en los convenios de adh ’esion  “Queda excluido de ser repartido un
reducido número de gravámenes al comercio exterior, cuyo  rendi-

12 INDETEC. 1991-B p 17.
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miento la federación ha compartido directamente con los munici-
pios”.” Se toma en cuenta, pues, el total cobrado por impuestos fede-
rales y por los derechos sobre hidrocarburos y minería, realizado
tanto por los órganos de recaudación federal como por las tesorerías
estatales.

En relación con la forma en la que se integra y funciona el Fondo
General de Participaciones, hay que mencionar que antes de 1979 el
sistema no contaba con principios claros respecto de los impuestos
federales que podían formar parte de él y tampoco con criterios uni-
formes y coherentes para distribuirlo entre los estados. Estas defi-
ciencias se subsanaron, en parte, al establecerse los impuestos fede-
rales que eran participables y aquéllos que correspondían de manera
exclusiva ala federación, y al distribuirse los recursos de acuerdo a
un único procedimiento.

ES importante subrayar aquí que, con el fin de precisar la propor-
ción que le corresponde a cada estado del Fondo General de Partici-
paciones, se parte sólo de la recaudación que es perfectamente iden-
tificable respecto de su origen. Ésta es la recaudación federal asigna-
ble, que permite determinar la fórmula individual de cada entidad
federativa y encontrar su coeficiente de participación, adscribiendo
la cobranza obtenida  de aquellos gravámenes cuya fuente puede
adjudicarse con certeza a su territorio.”

Debido a que el coeficiente de participación de cada entidad fede-
rativa en el Fondo General de Participaciones guarda una relación
directa con el monto de impuestos recaudados y que, por tanto, las
participaciones más elevadas corresponden alas entidades con ma-
yor capacidad recaudatoria, con la subsecuente desventaja para los
estados pobres o que tienen un menor desarrollo económico, se acor-
dó crear un fondo complementario que funcionara como instrumento
nivelador de esas diferencias para que se distribuyera en proporción
inversa alas cantidades resultantes del reparto del Fondo General
de Participaciones. En 1987 se creó otro fondo para el fomento de los
 
13 Chapoy, Bonifaz, Op. cit. p. 220 
14 Ibid, p. 221 



municipios: en conjunto, estos tres fondos cimentaron el sistema de
coordinación fiscal existente en México hasta que en 1990  d
ciera el fondo compensatorio.

esapare-

Hace un Par de años se realizó una serie de reformas a la Ley de
Coordinación Fiscal, para adecuarla a la nueva situación económica
dl e país No entraremos a analizar con detalle dichas reformas, pero
sí es importante establecer que, en conjunto, modifican la conforma-
ción de los  fondos participables, en algunos casos reduciendo los  por-
centajes de participación de algunos impuestos y derechos, y en otros
casos incrementándolos.

Para conocer con exactitud el f te ec oque estas reformas tienen
sobre el monto total del F d Gon o eneral de Participaciones sería ne-
cesario evaluar  el incremento real que por concepto de participacio-
nes tuvieron  estados y municipios en los dos últimos  años y, si es

posible, Pensar que esa tendencia se mantendrá en el futuro.
El gobierno actual se plantea, como uno de los objetivos de política

fiscal, fortalecer e l  federalismo  fiscal a través del fortalecimiento  del
sistema de participaciones  y, al mismo tiempo, abriendo los espacios
necesarios  Para que los gobiernos estatales y municipales desarro-
llen sus fuentes impositivas.

Resulta entonces necesario analizar si estos objetivos pueden ser
compatibles Y enmarcar en este contexto las reformas legislativas
que en materia de coordinación fiscal se han realizado a partir de
1993.

El cuadro que presentamos a continuación contiene información
sobre las Participaciones federales distribuidas a las  entidades
federativas entre 1991  y 1995; en él podemos observar que no se han
dado modificaciones sustanciales en el reparto de los fondos y que,  en
conjunto, sólo dos entidades -D.F. Y estado de México- han absorbido
alrededor de la cuarta parte del total d 1e as participaciones entrega-
das Por la federación en dicho periodo.

En síntesis, los recursos derivados del Sistema Nacional de Coor-
dinación Fiscal se denominan participaciones y provienen de la re.
caudación de impuestos federales; en virtud del Convenio de coor.
dinación Fiscal Y de los Convenios de Colaboración Administrativa
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suscritos entre la federación y los estados, se determina el monto de
los recursos que son percibidos por los municipios.15

Los criterios para el reparto de los fondos participables también
han variado a lo largo del tiempo. Como señalamos anteriormente,
los coeficientes de participación guardan una relación directa con la
capacidad recaudatoria  de los estados, pero es importante subrayar
que existieron otros elementos que se consideraron en el momento
del reparto.

Por ejemplo, para todas las entidades federativas se consideraron
incrementos al fondo para compensar el decremento de los ingresos
ocasionados a las entidades por el abandono de impuestos municipa-
les y locales contrarios al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal;
también se consideró la necesidad de indemnizarlas por la cesación
del reembolso de los gastos administrativos causados por la adminis-
tración de los impuestos federales.‘6

Ahora bien, respecto de la aplicación de los recursos de inversión
federales, estatales y municipales, a los niveles estatal y municipal,
ésta se maneja a través de comités  y programas especiales cuya co-
ordinación determina las prioridades de inversión de acuerdo a los
recursos disponibles.”

Un rasgo fundamental que ha caracterizado las relaciones fisca-
les entre los distintos niveles de gobierno en México es que, a pesar
de que ha existido una coordinación en los ingresos, que ha significa-
do un incremento en la participación en ingresos federales vía parti-
cipación, no se ha dado una coordinación similar y efectiva en el gas-
to, como una forma de transferir responsabilidades de inversión a es-
tados y municipios. Esto significa que no ha habido correspondencia
entre los mayores recursos y mayores responsabilidades de gasto,
para los niveles estatal y municipal.
 
15  INDETEC, 1991-A pp. 12-16
16  Chapoy Bonifaz, Op. cit. p. 225
17  En este sentido, el estudio del INDETEC (1990a; p. 171) señala que "la inversión federal directa, a través
      de los programas normales de las  secretarias Federales, representa más del 80% de todas las inversiones
      y se encuentra separada delos CUDs, esta inversión responde a las prioridades que establecen las propias 
      dependencias federales" 
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Es importante reiterar que, a cambio de las participaciones, los
estados y municipios están limitados en el establecimiento de contri-
buciones sobre determinadas materias que ya quedan consideradas
con gravámenes federales; en el caso específico de los municipios, solo

los gobiernos estatales los que se comprometen con la federación ano
establecer impuestos municipales sobre dichas fuentes. De esta
manera, los municipios perciben recursos que representan muchas
veces ingresos superiores al 80%  de los ingresos totales de que dispo-
nen.

Lo anterior ocurre porque son los estados quienes poseen la potes-
tad tributaria, es decir, la facultad de establecer gravámenes o tribu-
tos a cargo de los particulares en la correspondiente legislación fiscal,
ya que los municipios no cuentan con potestad tributaria, sino sola-

mente están provistos de competencia tributaria, que es la facultad
para aplicar simplemente la Ley de Ingresos que les corresponde.

Bases para
un nuevo  federalismo

En un sistema federal se parte del reconocimiento constitucional de
la necesidad de que los intereses regionales sean explícitamente to-
mados en cuenta en las decisiones del gobierno central.” El federa-
lismo supone, al menos formalmente, equilibrio y equidad en las re-
laciones que se establecen entre los niveles de gobierno que confor-
man el sistema; ambos elementos deben estar garantizados para que
cada uno de los niveles (federal, estatal y municipal) pueda cumplir

eficientemente sus funciones y atribuciones.
Desde una cierta perspectiva,” un verdadero sistema federal o,

más específicamente, el federalismo fiscal debe resolver las siguien-
tes cuestiones:

Io. Como se distribuirán las funciones y competencias de gasto
entre los distintos niveles de gobierno.

 
18. Bird, R. 1986, p 12

 19 Ver: Castells, 1988, p. 10
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20.  Cuáles serán las líneas básicas de financiamiento de los go-
biernos estatales y locales.

30. Cuáles serán las fuentes impositivas que corresponderán a
cada nivel de gobierno (ya sea exclusivas o compartidas),

40.  Cuáles serán las características del sistema de transferencias
o participaciones federales y con base en qué criterios y fórmulas se
distribuirán.

50. Cuáles serán los mecanismos de coordinación más adecuados
entre los diferentes niveles de gobierno o entre unidades del mismo
nivel.

Podríamos resumir estos aspectos en dos cuestiones básicas: por
una parte, la necesidad de una amplia y adecuada coordinación fis-
cal entre los niveles federal, estatal y municipal, para definir las
fuentes de ingreso y las funciones de gasto que corresponderían a
cada nivel; para determinar las formas y criterios de distribución de
los fondos federales y para lograr un mayor equilibrio en las relacio-
nes verticales y horizontales entre los distintos niveles de gobierno.

Por otra parte, estaría la necesidad de definir y fortalecer la
corresponsabilidad fiscal  entre los diferentes niveles, derivada o
entendida a partir de que cada nivel asuma plenamente el manejo de
las fuentes impositivas y las funciones de gasto que le corresponden;
esto implica, necesariamente, definir como deseable un determina-
do grado de dependencia financiera de los niveles estatal y munici-
pal, el cual se refiere al peso relativo de los ingresos tributarios pro-
pios y de las participaciones federales en el total de los recursos para
financiar sus necesidades de gasto.

A partir de estos planteamientos y tomando en cuenta algunas de
las características de nuestro sistema federal, descritas en el aparta-
do anterior, en el caso de México todo está por hacerse.

En la perspectiva de un nuevo federalismo que busque replantear
el desbordamiento de las competencias propias del nivel federal, que
intente acabar con la duplicidad de los esfuerzos y lograr el uso más
adecuado de los recursos públicos, que pretenda superar el histórico
rezago regional y local, que busque, en fin, relaciones más equilibra-
das y equitativas de los niveles estatal y local con el nivel federal, uno

:



de los  primeros  aspectos  que tienen que revisarse y someterse a una
profunda transformación es, precisamente, el actual Sistema Nacio-
nal de Coordinación Fiscal.”

La refundación y el contenido de este nuevo sistema de coordina-
ción deber& partir de las necesidades regionales y locales que hasta
ahora  no han  sido satisfechas, las cuales tendrán que ser planteadas
por las propias regiones y nunca desde el nivel federal,  tal como se
está haciendo en la actual propuesta zedillista.

Otro elemento que es fundamental, y que podría resultar del nue-
vo sistema nacional de coordinación, es el fortalecimiento de la
corresponsabilidad  fiscal entre los diferentes niveles de gobierno;  ello
implicaría una  mayor capacidad de los estados y municipios de ma-
nejar sus propias  fuentes impositivas y decidir con mayor autonomía
sobre el destino de sus recursos, dependiendo relativamente menos
de las participaciones federales.

Para hacer posibles ambas cuestiones, será necesaria una amplia
y profunda reforma política que permita, entre otras cosas, que las

regiones retomen el lugar que les corresponde dentro de un sistema
f ederal y supuestamente federalista; que verdaderamente democra-
tice las decisiones que en materia de ingreso y gasto, se toman des-
de el nivel federal, devolviendo  a estados y municipios su capacidad
y autonomía  para decidir sobre la obtención y uso de sus recursos;
finalmente,  que rompa con el monopolio y uso político que desde el
nivel central se sigue haciendo del manejo de los recursos públicos,
con el fin de mantener un control no sólo económico de las regiones,
sino fundamentalmente político.

 
 

 

 

 

 

 20 Gallegos. Op. cit p.22
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